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SOBRE EL DERECHO EUROPEO 
DE LA RESPONSABILIDAD CIVIL
Resumen
La responsabilidad civil en Europa ha pasado por un proceso de permanente 
transformación. En este proceso han surgido nuevos supuestos de responsabi-
lidad civil que tienen lugar sea en virtud a la labor creativa de los jueces así 
como también por la intervención del legislador. En los últimos años se asiste a 
un proceso de armonización del derecho de daños, en cuyo marco surgen textos 
europeos que buscan aportar soluciones indemnizatorias al problema que plantean 
los daños que surgen sobretodo en contextos de actividades riesgosas, productos 
defectuosos, daños generados por una organización empresarial, entre otros.
Palabras clave: Derecho europeo de daños, PETL, DCFR, armonización del 
derecho europeo, responsabilidad por culpa, responsabilidad objetiva.
Abstract
Civil liability in Europe has gone through a process of permanent transformation. 
During this process, new cases of civil liability have arisen due to the creative 
work of judges and the intervention of legislators. In recent years, we witness a 
process to harmonize the law of damages, with the appearance of European texts 
that seek to provide compensation solutions to the problem posed by damages 
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that arise, above all, in contexts of risky activities, defective products, damages 
generated by a business organization, among others.
Keywords: European law of damages, Principles of European Tort Law 
(PETL), Draft Common Frame of Reference (DCFR), harmonization of Euro-
pean law, fault-based liability, strict liability.
Los paradigmas del derecho europeo de la responsabilidad civil
El reconocimiento del panorama normativo y jurisprudencial italiano sobre los 
criterios de imputación de la responsabilidad civil no sería completo si no se 
diera cuenta de los supuestos especiales adicionales que existen en el ordena-
miento jurídico, de derivación comunitaria. De hecho, solo en el contexto de la 
elaboración normativa eurounitaria se ha percibido la necesidad de introducir 
en los Estados miembros unos regímenes armonizados de tutela civilista, para 
ciertas categorías de sujetos dañados. El tipo peculiar de “víctima” que se toma 
en cuenta halla en el consumidor o en el inversionista su propia referencia: en el 
polo opuesto, en el papel de “dañante”, se encontrará, entonces, típicamente, la 
empresa, el proveedor de servicios, el titular de una posición de fuerza sustancial 
que merece ser corregida mediante la introducción de criterios peculiares para la 
atribución de la responsabilidad civil. Con tal propósito, se requiere, sin embargo, 
un caveat sobre la necesidad de distinguir, en el análisis, el aporte de la Unión 
Europea y la transposición (a menudo, tímida) en la legislación interna.
A este esquema corresponde, en primer lugar, la Directiva 85/374 / CEE, 
relativa a la responsabilidad por productos defectuosos, recibida en la legislación 
italiana mediante el DPR 24 de mayo de 1988 n. 244, y luego transpuesta en el 
contenido de los artículos. 114 ss. del Código del Consumidor (Decreto Legisla-
tivo No. 206 del 6 de septiembre de 2005)148. Este tipo de responsabilidad puede 
parecer, a primera vista, un caso de imputación objetiva del daño, ya que los 
criterios de atribución y exclusión de responsabilidad se ponen sobre un plano de 
objetividad estricta. El propio Considerando Segundo de la Directiva aclara que 
148 En la que ver., Ej., Carlo Castronovo, “Danno. VII. Danno da prodotti-Dir. it. e stran.”. En Enciclopedia Giuridica 
XI (Roma: Treccani, 1991); También Roberto Pardolesi y Giulio Ponzanelli, “I 25 anni di products liability”, 
Danno e Resp. Speciale (2012), así como Roberto Pardolesi y Giulio Ponzanelli, La responsabilità per danno 
da prodotti difettosi. Commentario (Padova: Cedam, 1989), 497 y s.s.; Guido Alpa et al., La responsabilità per 
danno da prodotti difettosi (Milano: Giuffrè, 1990). 
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“solo la responsabilidad del productor, independientemente de la culpa, consti-
tuye una solución adecuada al problema, propio de nuestra época de creciente 
tecnicismo, de un reparto equitativo de los riesgos inherentes a la producción 
técnica moderna”149. La formulación de la disciplina confirma dicho enfoque. 
En realidad, el artículo 114 del Código del Consumidor prevé que “el produc-
tor es responsable de los daños causados  por los defectos de su producto”, y el 
sucesivo artículo 118 introduce unas hipótesis de exclusión de la responsabilidad 
relacionada con las circunstancias de carácter objetivo (por ejemplo, el hecho de 
que el producto no se haya puesto en circulación, o que el defecto no existía en 
el momento de la distribución). Sin embargo, cabe señalar que en la aplicación 
práctica la categoría del “defecto” ha dado lugar a unas desviaciones del modelo 
objetivo de responsabilidad, En efecto, desde el momento en que el propio artículo 
120 del Código del Consumidor establece que corresponde a la víctima “probar el 
defecto, el daño y la relación causal entre el defecto y el daño”, la jurisprudencia 
ha observado que ese régimen no corresponde a una responsabilidad objetiva 
absoluta (la cual, por el contrario, requeriría exclusivamente la prueba del nexo 
entre el producto y el daño), sino a una responsabilidad presunta150. En la práctica, 
al imponerse a la víctima una prueba muy rigurosa del defecto, y considerando 
que este consista en la falta de requisitos de seguridad generalmente requeridos 
por el usuario en relación a las circunstancias específicamente indicadas en el 
artículo 5 (art. 117 de Código del Consumidor) o por otros elementos valorables 
en concreto y concretamente evaluables por el juez de mérito, dentro de cuyo 
ámbito, por supuesto, pueden y deben considerarse los estándares de seguridad 
eventualmente impuestos por las reglas de la materia, la praxis aplicativa retorna 
a modelos argumentativos distantes de responsabilidad objetiva: “la valoración 
de los conceptos como la aplicabilidad de los estándares y la normalidad de 
las condiciones de uso traslada fatalmente la indagación sobre el plano de la 
149 Ver: Daniela Caruso y Roberto Pardolesi, “Per una storia della Direttiva 1985/374/CE”, Danno e resp. Speciale 
(2012): 14 y s.s. En realidad, incluso de cara a la opción clara para el repudio de la culpa, la referencia a fac-
tores tales como la expectativa de la seguridad y el ajuste a las advertencias y el uso han determinado que se 
evapore “la simplicidad seductora de paradigma de la responsabilidad objetiva”.
150 Así, Cass. Civ., Sec. III, Sentencia del 15 Marzo 2007, N°. 6007, Foro Italiano, 2007, 9, 2413 y con nota de 
Alessandro Palmieri, “Difetto e condizioni di impiego del prodotto: ritorno alla responsabilità per colpa?” Resp. 
civ. e prev., 7-8 (2007): 1587 y s.s., con nota de Marilena Gorgoni, “Responsabilità per prodotto difettoso: alla 
ricerca della (prova della) causa del danno”. 
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culpa”151. Se ve, por lo tanto, cómo ya en este primer contexto le resulta difícil a 
la jurisprudencia emanciparse —al menos, en el plano lingüístico— de categorías 
subjetivistas como la diligencia y la cautela.
Otro sector, al cual ya se ha hecho referencia, en el contexto de los supuestos 
especiales de responsabilidad, de derivación directa europea, se encuentra en el 
campo de la llamada data protection: un “derecho a la protección de datos perso-
nales”, de hecho, se introdujo en la ley italiana, con la ley N° 675 del 31 diciem-
bre de 1996, en aplicación de la Directiva Comunitaria 95/46 / CE (relativa a la 
“protección de las personas físicas respecto al tratamiento de los datos personales, 
así como a la libre circulación de estos datos”). Ya en el artículo 23° de dicha 
directiva se ha contemplado la necesidad de que “cualquiera que sufra un daño 
ocasionado por un tratamiento ilícito o por cualquier otro acto incompatible con 
las disposiciones nacionales de actuación de la presente Directiva tiene derecho 
a obtener el resarcimiento del daño sufrido del responsable del tratamiento”, con 
la precisión que “el responsable del tratamiento puede ser exonerado en todo o 
en parte de su responsabilidad si prueba que el hecho dañoso no le es imputable” 
(previsión que, como se ha visto, se ha traducido en el ordenamiento italiano con el 
reenvío al artículo 2050 del Código Civil)152. La siguiente Directiva 2002/58/CE 
no alteró el régimen de responsabilidad, y se remitió en el artículo 15° a las 
disposiciones de la legislación anterior153. El mismo Reg UE. 2016/679154, que 
intervino para actualizar la disciplina, reitera en el artículo 82 que “cualquier 
persona que sufra un daño material o inmaterial causado por un incumplimiento 
151 Así, Alessandro Palmieri. “Difetto e condizioni di impiego del prodotto: ritorno alla responsabilità per colpa?”, 
Foro it. 9 (2007): 1587: “Introduce en el debate unos criterios de discreción, ligados a su vez a unos parámetros 
como la normalidad de las condiciones de uso del producto o los estándares exigibles de seguridad, dirigidos a 
alimentar la impresión según la cual se esté produciendo un significativo debilitamiento del régimen agravado 
previsto para los daños derivados de producto defectuoso […] La sentencia 6007/07 se refiere a un recorrido 
un tanto tortuoso y propone un criterio de imputación que termina por traicionar el modelo de la responsabili-
dad estricta, en el cual se inspira la disciplina interna (al igual que su progenitora directa de la Comunidad)”. 
Ver, también, Camilla Baldassarre, “La responsabilidad del producto, daños a ser compensados, carga de la 
prueba y la lógica jurídica”, Daños y resp. 5 (2014): 489.
152 Ver: Ettore Giannantonio, La tutela dei dati personali. Commentario alla L. 675/1996 (Padova: Cedam, 1997). 
153 Ver: La protezione dei dati personali. Commentario al d. lgs. 30 giugno 2003, n. 196, I, a cura di Cesare 
Massimo Bianca e Francesco Donato Busnelli (Padova: Cedam, 2007); Juri Monducci, Giovanni Sartor, Il co-
dice in materia di protezione dei dati personali: commentario sistematico al d. lgs. 30 giugno 2003, n. 196 
(Padova: Cedam, 2004).
154 En relación con lo cual, ver: Enrico Pelino et al., Las regulaciones europeas de privacidad. Comentario a las 
nuevas normas sobre protección de datos personales (Milan: Giuffre, 2016).
Sobre el derecho europeo de la responsabilidad civil 
95
PR
IVA
DO
 18
de este reglamento, tiene derecho a solicitar la reparación del daño causado por 
el titular del tratamiento de los datos o del responsable del tratamiento”, con la 
precisión de que los titulares y los responsables en caso de daños causados por 
incumplimientos del reglamento están exentos de responsabilidad si demuestran 
que el hecho dañoso no les es imputable de modo alguno. Por tanto, El regla-
mento ha precisado que el titular y el responsable del tratamiento responden 
en presencia de una culpa “específica” y objetivada en el incumplimiento de las 
prescripciones técnicas previstas para el tratamiento de datos personales (por 
tanto, en coherencia con cuanto se ha observado acerca del reenvío al artículo 
2050 C.C. y la referencia a una especie de “diligencia sectorial” fuertemente 
integrada con las específicas disposiciones técnicas y con la búsqueda de las 
mejores medidas disponibles para una protección más completa de los usuarios, 
titulares de los datos personales).
Unas exigencias paralelas de protección al consumidor se puede encontrar 
también en el corpus, de fuente europea, relativo al private enforcement del 
derecho antitrust155. Este sector ha sido recientemente innovado por el Decreto 
Legislativo N. 3/2017, sobre la base de la Directiva. 2014/104/UE156. Sin 
embargo, la armonización de las reglas de responsabilidad es solo parcial, pues 
nada se dice acerca de los elementos esenciales del ilícito, hasta el punto de que 
se sostiene como necesaria la referencia al artículo 2043 C.C.157. En realidad, para 
determinar los criterios de imputación es posible tener en cuenta las indicaciones 
que ofrece la Comisión Europea en el Libro Blanco sobre las acciones resarci-
torias por violación del derecho antitrust158: en cuanto al fault requirement, la 
comisión sugiere a los Estados miembros que requieren la prueba del dolo o de 
la culpa que prevean, por el contrario, que la víctima debe limitarse a demostrar la 
infracción de la disciplina antitrust y que sea el transgresor, automáticamente 
155 Ver: Barbara Lilia Boschetti, “Enforcement del diritto antitrust e risarcimento del danno”, Conc. e mercato 1 
(2013): 27 ss.; Guido Alpa, “Illecito e danno antitrust. Un dialogo tra le Corti nazionali e la Corte di Giustizia 
dell’Unione europea”, Contr. e impr. 6 (2015): 1227 y s.s. 
156 Ver: Gianroberto Villa, “L’attuazione della Direttiva sul risarcimento del danno per violazione delle norme sulla 
concorrenza”, Corr. giur. 4 (2017): 441 y s.s. 
157 Así, Rino Caiazzo, “L’azione risarcitoria, l’onere della prova e gli strumenti processuali ai sensi del diritto ita-
liano”. En Dizionario sistematico del diritto della concorrenza, a cura di Lorenzo Pace (Napoli: Jovene, 2013), 
324.
158 White Paper on Damages actions for Breach of the EC antitrust rules COM (2008) 165, 2.4.2008.
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responsable de los daños causados, quien pruebe que la violación se derive de 
un “error excusable”159. Por tanto, el resarcimiento del daño se deberá al con-
sumidor, sobre todo, como consecuencia de un acuerdo restrictivo o un abuso 
de posición dominante, como violación de las normas internas o europeas, para 
cuya prueba la víctima podrá valerse de eventuales indagaciones conducidas por 
la Autorità Garante della Concorrenza e del Mercato (AGCM) o la Comisión 
Europea (cuando se trate técnicamente de una acción dependiente, llamada 
follow-on, de una anterior determinación de infracciones realizada por las autori-
dades competentes, lo que constituirá el presupuesto lógico-jurídico de la acción 
civil). Además, se deberá demostrar el nexo causal entre la referida infracción y 
el daño sufrido. En cambio, en cuanto a los criterios subjetivos, se consideró que 
la indicación de la Comisión Europea puede traducirse en la aplicación analógica 
del artículo 2600 C.C., que, en materia de competencia desleal, prevé que una vez 
determinada la infracción, se presume la culpa160.
Otro filón normativo europeo, portador de un endurecimiento de los criterios 
de imputación —a favor, esta vez, de los ahorristas—, se puede encontrar, por 
ejemplo, en la Directiva sobre la Responsabilidad por Prospecto N° 2003/71/CE, 
actuada mediante el Decreto Legislativo Nº 51 del 28 de marzo de 2007161. Dicha 
legislación trata de establecer a favor del inversionista un régimen especial de 
responsabilidad civil por la información contenida en el prospecto, delineado en 
el artículo 94° TUF. En cuanto a los criterios de asignación, además de la relación 
compleja de los sujetos a los cuales se refiera la responsabilidad (en particular, 
tanto el emisor como el intermediario que hizo la colocación), la norma italiana 
introduce una presunción de culpa, previendo que se admita la prueba liberatoria 
“de haber adoptado toda diligencia para asegurar que las informaciones en cues-
tión fueran conformes a los hechos y no presentasen omisiones que alterasen el 
159 Cabe señalar, por otro lado, que el error sería excusable si una persona razonable, con un alto nivel de aten-
ción, no se hubiera dado cuenta de que su conducta ha generado una restricción a la libre competencia.
160 En contra, Alpa, “Illecito e danno antitrust”, 1237: tratándose de una hipótesis típica, no es necesario que 
concurran todos los elementos del artículo 2043 C.C.; por ende, tampoco es necesaria la remisión al artículo 
2600 C.C., pues “lo que importa es el resultado, el efecto del comportamiento, los efectos de la aplicación de 
la disciplina de la competencia y por tanto, de las sanciones relacionadas con su violación”.
161 Ver sobre el tema: Sabrina Bruno, “La (nuova) responsabilità da prospetto verso il pubblico”, Banca borsa 
tit. cred. 1 (2008): 793; Eugenia Macchiavello, “La responsabilità da prospetto degli intermediari finanziari tra 
passato, presente e futuro”, Contr. e impr. 4-5 (2009): 911 y s.s.; Valerio Sangiovanni, “La responsabilità per il 
prospetto fra diritto comunitario, legge nazionale e regolamento Consob”, La resp. civ. 12 (2011): 852 y s.s.
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sentido”. Cabe observar cómo, en ese caso, la transposición interna ha rechazado 
el enfoque de la directiva, en la cual se entendía establecer un contexto de una 
simple responsabilidad objetiva162.
Por tanto, parece evidente el surgimiento en el panorama interno de los 
criterios de imputación específicos, debidos a la exigencia, advertida en el 
ámbito europeo, de objetivar los regímenes de responsabilidad en el contexto de 
la prestación de servicios a los consumidores e inversionistas (y son evidentes, 
también, la dificultad y la lentitud con las que estos regímenes llegan a afirmarse 
en el derecho vivo). Sin embargo, también se puede hacer referencia a las inter-
venciones europeas en la dirección opuesta: en un caso —la responsabilidad de 
los proveedores de servicios de Internet—, sobre el cual, el derecho comunitario 
ha tenido el fin principal de excluir criterios muy rigurosos de imputación163. De 
hecho, de cara a una actividad tecnológica con gran potencialidad de desarrollo, 
se ha considerado que la presencia de un régimen excesivamente gravoso podría 
constituir un significativo, si no fatal, obstáculo. Se hace referencia a la Directiva 
2000/31 / CE, incorporada a la legislación nacional por el Decreto Legislativo 
n. 70/2003164: Toda la sección IV del título II de la directiva está dedicado a la 
responsabilidad de los “prestadores intermediarios de servicios”. En particular, 
se especifica que en el caso de que el proveedor desarrolle una actividad de mero 
conductor (simple transmisión de información), no se hace responsable, siempre 
y cuando no haya intervenido en la fuente, ni sobre el destinatario ni sobre el 
162 Ibid., 857: La ley establece que los sujetos especificados en el artículo 94, 8°, Testo unico delle disposizioni 
in materia di intermediazione finanziaria (TUF) pueden resultar exentos de responsabilidad si proporcionan 
evidencia “de que han tomado todas las precauciones para asegurar que la información en cuestión estaban 
de acuerdo con los hechos y no presenten omisiones tales que alteren su sentido”. Por lo tanto, se verifica una 
inversión de la carga de la prueba. Dada la existencia de las circunstancias examinadas anteriormente (falta de 
veracidad o prospecto incompleto, cumplimiento de la operación, daño y la relación causal entre el contenido 
del prospecto y el daño), se presume que la culpa es del emisor, el oferente, el garante y las personas respon-
sables. Esta presunción de culpa no se encuentra prevista en la directiva; con esta perspectiva, el legislador 
italiano ha vuelto más rigurosa la disciplina de actuación de la directiva.
163 Sobre el tema, ver., Ej., Elena Bassoli, “Giurisprudenza italiana e comunitaria sulla responsabilità civile del 
service provider e la sentenza della Corte di Appello di Milano nel caso Yahoo vs. RTI”, Contr. e impr. Europa 1 
(2015): 230 y s.s.; George Pino, “La falta de una obligación general de vigilancia de Proveedores de Servicios 
de Internet sobre el contenido proporcionados por la red, de terceros”, Danno e resp. 8-9 (2004): 832 y s.s.; 
Francesco Delfini, “Il D.lgs. 70/2003 di attuazione della direttiva 2000/31/CE sul commercio elettronico”, I 
Contratti 6 (2003): 607 y s.s.
164 Marcello De Cata La responsabilità civile dell'Internet service provider (Milano: Giuffrè, 2010); AA. VV., 
Commercio elettronico e servizi della societa' dell'informazione. Le regole giuridiche del mercato interno e 
comunitario: commento al D.lgs. 9 aprile 2003, n. 70 (Milano: Giuffrè, 2003).
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contenido de la propia información. Incluso, para las operaciones de almacena-
miento temporal (llamadas de almacenamiento en caché), el intermediario no 
será responsable de la información transmitida, con la condición de que incida 
sobre el contenido y proceda prontamente a removerlas en el momento en que 
tenga conocimiento efectivo de su ilicitud. Por último, también para la actividad 
de hosting el proveedor debe ser considerado responsable por el contenido alma-
cenado o memorizado solo desde el momento en que se encuentre, efectivamente, 
al corriente de la ilegalidad de las informaciones introducidas por los usuarios. En 
última instancia, se prohíbe a los Estados miembros imponer a los proveedores 
de servicios una obligación general de vigilancia sobre la información que trans-
miten o almacenan, o de prever una obligación general de investigar activamente 
sobre hechos o circunstancias que indiquen la presencia de actividades ilícitas. Es 
evidente, por lo tanto, la finalidad de evitar que el riesgo de daño consiguiente a 
la actividad recaiga, con efecto disuasivo, en los proveedores; de esta manera, es 
manifiesta la voluntad de excluir una responsabilidad civil indirecta.
Por último, cabe mencionar la posible influencia que un principio peculiar, de 
derivación directa europea, podría tener en el campo de los criterios de atribución: 
la referencia es al principio de precaución, citado directamente por el artículo 
191 del Tratado sobre el funcionamiento de la Unión Europea como estándar 
de la tutela del medio ambiente165. El principio puede ser invocado cuando un 
fenómeno, un producto o un proceso presentan perfiles potencialmente dañinos, 
sin que se pueda determinar con certeza la magnitud de ese riesgo. Sin embargo, 
para lo que ahora interesa, cabe limitarse a comprobar la incidencia de este 
principio en el sistema de la responsabilidad civil: si la incertidumbre científica 
es, en realidad, la base de la lógica de la precaución, es legítimo preguntarse 
cómo puede interactuar con un sistema en el que la certeza de los daños y de 
la causalidad han sido postulados hasta ahora como condiciones necesarias del 
remedio resarcitorio. Por tanto, en relación con la consistencia de este criterio, 
no existe unanimidad en la doctrina, así, una primera opinión sostiene que el 
principio de precaución debe tener como destinatario exclusivo al legislador 
165 Sobre la precaución y responsabilidad, ver: Umberto Izzo, La precauzione nella responsabilità civile (Padova: 
Cedam, 2004); véase también, Mathilde Hautereau-Boutonnet, Le principe de précaution en droit de la respon-
sabilité civile (Paris: LGDJ, 2005).
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y que no tenga incidencia alguna en las categorías de la responsabilidad aqui-
liana166. En sentido contrario, existe una posición, válida para quienes, en cambio, 
se trata de un criterio que puede incidir sobre las propias categorías del ilícito 
civil, y así determinar, por ejemplo, la inversión de la carga de la prueba de la 
culpa y de la relación de causalidad en los juicios de resarcimiento de daños167, 
o un aumento de la diligencia necesaria168. En este sentido, puede ser interesante 
tomar en cuenta los resultados de la aplicación de la directiva europea sobre el 
daño ambiental, n. 2004/35/CE, fusionada en el Código del Medio Ambiente 
(Decreto Legislativo. 152/2006)169. El principio de precaución, que ha informado 
la directiva, de hecho, aparece expresamente en el artículo 301 del decreto, pero 
el sucesivo artículo 311, relativo al resarcimiento del daño, solo señala “cualquier 
persona que comete un hecho ilícito o por omisión de una actividad o comporta-
mientos debidos, infringiendo la ley, reglamentos o medidas administrativas, con 
negligencia, impericia, imprudencia o incumplimiento de las normas técnicas, 
genere daño al ambiente”. La transposición de la fuente europea, por lo tanto, no 
solo demuestra que sigue el principio de precaución se esfuerce por hacer camino 
cuando se trate de la responsabilidad civil, pero también revela una recepción, al 
menos creativa, de las directrices europeas, desde que se introdujo una referencia 
166 En contra de la utilización de este criterio en términos de responsabilidad civil, ver: Carlo Castronovo, “Sentieri 
di responsabilità civile europea”, Europa e dir. priv. 4 (2008): 812: “del resto también quien ha considerado in-
troducir el principio de precaución en el debate teórico sobre la responsabilidad civil ha podido obtener nuevos 
resultados respecto a aquellos obtenibles mediante los criterios tradicionales de imputación, y en particular la 
culpa: si esta última es, según la definición que contiene el artículo 43 del Código Penal, el déficit de diligencia, 
prudencia, cuidado, no es fácil de ver algo significativamente diferente cuando se utiliza la categoría de la 
precaución. Esta resulta ser más bien la fórmula lingüística de quien, en un campo originariamente diverso de 
aquel jurídico, entiende designar con ello aquello que desde siempre en el lenguaje de la responsabilidad civil 
en negativo se denomina culpa y que, si en positivo puede tener el significado de enfatizar la prevención, no 
parece presentar residuos, en particular en cuanto a la prudencia, la cual es precisamente la virtud del equili-
brio entre el desenvolvimiento y la inmovilidad respecto a aquello que no es completamente conocido”.
167 Ver Giovanni Comandé, “La responsabilità civile per danno da prodotto difettoso…assunta con precauzione”, 
Danno e resp. 1 (2013): 107 y s.s.
168 Así, María Gabriella Stanzione, “Principio di precauzione e diritto alla salute. Profili di diritto comparato”, com-
parazionedirittocivile.it, 14 (consultado 8 de octubre 2017).
169 Sobre el tema, se reenvía a Barbara Pozzo, “La responsabilità per danno ambientale”, in Codice dell’ambiente, 
a cura di Stefano Nespor e Ada Lucia De Cesaris (Milan: Giuffre, 2008); Barbara Pozzo, La responsabilità am-
bientale, La nuova direttiva sulla responsabilità ambientale in materia di prevenzione e riparazione del danno 
ambientale (Milan: Giuffre, 2005). 
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general a la culpa del todo extraña a la directiva misma, y que, más bien, se basa 
en el principio “quien contamina paga”170.
A partir de esta reseña esencial, se pueden obtener algunas pistas. Sin lugar a 
dudas, de hecho, los casos especiales de responsabilidad civil introducidos por el 
trámite del derecho comunitario han ofrecido al legislador italiano unos modelos 
diversificados en el campo de los criterios de imputación, y ello ha permitido 
la evolución del ordenamiento de acuerdo con trayectorias divergentes respecto 
al reproche culposo. Sin embargo, se ha observado que, ya en el plano de la 
recepción, y sobre todo, en el del momento de la aplicación jurisprudencial, 
la tradición “orientada culturalmente” a la culpa ha ejercido un freno, consistente 
en el despliegue de los esquemas de responsabilidad objetiva proyectados en sede 
comunitaria171. Sin embargo, por otra parte, no es posible desconocer que esta 
forma de “resistencia” del ordenamiento italiano ha sido justificada, si se considera 
que las directrices europeas se hayan traducido en “un derecho posmoderno que 
evade preocupaciones, connotaciones sistemáticas precisas y todo se envuelve 
en una especie de bolo del cual emerge el perfil puramente económico, el dar y 
el tener, resultando prohibida la especificidad jurídica, aquella que atiene a las 
razones de una prestación que, asumida en su obtusa patrimonialidad, aparece 
arbitrario aceptar y del mismo modo injustificado negar”172. Cabe preguntarse, 
entonces, sobre la posibilidad que una forma diferente de armonización “desde 
abajo” puede tener a la hora de “reformular” el debate italiano sobre los criterios 
de atribución de la responsabilidad civil.
170 Ver Vincenzo Roppo, “Responsabilità oggettiva e funzione deterrente. Note sparse”, Nuova giur. civ. comm. 2 
(2008): 294 y s.s., y F. Degli Innocenti “I criteri di imputazione della responsabilità per danno ambientale”, Contr. 
e impr. 3 (2013): 741 y s.s.: en particular, la directiva creaba una bifurcación en el régimen de responsabilidad 
civil por daños al medio ambiente escogiendo un régimen de responsabilidad objetiva para las actividades 
profesionales “peligrosas” que “requieren especiales requisitos normativos en cuanto presentan un riesgo 
potencial o real para la salud humana o para el ambiente, como la industria de la energía, las refinerías, los 
hornos de coque, las actividades de producción y transformación de metales, la minería y la actividad química, 
la gestión de residuos, y un régimen de responsabilidad por culpa en relación a las actividades que provoquen 
un daño —“genérico”— a la biodiversidad.
171 Confirmando esto, la no adopción de un modelo de estricta responsabilidad en la transposición de la directiva 
relativa a los daños ambientales por activos de riesgo establecidos en el anexo III de la Directiva de la UE ha 
sido objeto de un procedimiento de infracción por la Comisión Europea, n . 2007/4679, del 31 de enero de 
2008, para la transposición incorrecta de la directiva.
172 Carlo Castronovo, “Sentieri di responsabilità civile europea”, Europa e dir. priv. 4 (2008): 788.
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La evolución italiana de la responsabilidad por culpa y sin culpa a prueba  
de los proyectos de armonización europeos
Como hemos visto, en síntesis, las últimas novedades legislativas, doctrinales 
y jurisprudenciales en materia de la responsabilidad civil sostienen la tendencia 
a una expansión general de las oportunidades resarcitorias a favor de la víctima 
del ilícito. En el terreno de los criterios de imputación del hecho dañoso, dicha 
tendencia, como se ha visto, se ha traducido en el distanciamiento progresivo 
del principio de la culpa, de acuerdo con una trayectoria que se mueve desde la 
objetivación de los estándares de valoración de esta, para aterrizar en la inversión 
de la carga de la prueba y en la afirmación de verdaderas presunciones de respon-
sabilidad173. Si esto parece ser la evolución del sistema italiano, no queda nada 
más sino contextualizar el aterrizaje en la evolución europea tomando como base 
de comparación los proyectos de armonización “doctrinal” elaborados en una 
serie de comisiones científicas internacionales. Un buen ejemplo de ello son los 
principios del Derecho Europeo de Daños174, elaborados por el Grupo Europeo 
de Derecho de Daños; a ellos se agrega también el proyecto de Marco Común de 
Referencia, elaborado por la Comisión Von Bar175.
Ahora bien, a partir de los PETL, la norma fundamental del artículo 1: 101, 
ubicada al principio de todo el proyecto, parece, a primera vista, acoger una 
visión del sistema sustentado en la centralidad persistente de la culpa como crite-
rio de imputación del daño. En efecto, como base de la responsabilidad, la norma 
173 Para la reconstrucción de la evolución del sistema italiano y del europeo, ver: Castronovo, “Sentieri di respon-
sabilità”, 808, según el cual “en las fuentes europeas, el objetivo de política legislativa es, básicamente, la pro-
tección del consumidor, en el campo de la responsabilidad identificada en la necesidad de ampliar el área de 
responsabilidad en su favor. Esta línea de tendencia, en el terreno de los criterios de imputación se traduce en 
un progresivo apartamiento del principio de la culpa que ha caracterizado todo momento del traslado gradual 
del eje de la responsabilidad hacia el dañado. En el plano técnico-jurídico, se puede resumir las articulaciones 
de este movimiento en tres momentos clave: la objetivación de la culpa; la inversión de la carga de la prueba 
en aquella que, siendo más gravosa para el dañante que la presunción de culpa, dado que esta última se 
limita a dispensar de la carga de la prueba a aquel que se beneficia (art. 2728 cc), la jurisprudencia tanto en 
Francia como en Italia, así como la doctrina, ha llamado presunción de responsabilidad […]; Finalmente res-
ponsabilidad objetiva”. Véase, en el mismo sentido, Mario Serio, “Responsabilidad en Europa: perspectivas de 
armonización”, Europa y dir. priv. 2 (2014): 327 y s.s. “llamada presunción de responsabilidad […]; Finalmente, 
la responsabilidad objetiva”. 
174 Ver AA. VV., Principles of European Tort Law. Text and Commentary (Nueva York: Springer, 2005).
175 Ver AA. VV., Principles Definitions and Model Rules of European Private Law. Draft Common Frame of 
Reference (DCFR). Outline Edition (Mónaco: Sellier Law European Publishers, 2009).
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reclama, en primer lugar, la conducta dolosa o culposa del dañante, para luego 
contemplar otros casos en los que la obligación de reparar el daño nace por efecto 
del desarrollo de una actividad anormalmente peligrosa o del hecho cometido 
por los auxiliares. De manera distinta de la del ordenamiento italiano, los PETL 
se caracterizan por la previsión de criterios distintos de la culpa, como sucede 
en la regla general: el sistema, por lo tanto, aparece orientado hacia un modelo 
bipartito, en el que las reglas “no culpables”, aun limitándose a un listado taxa-
tivo, surgen como fundamento de la responsabilidad y quedan en una posición de 
igualdad respecto a los criterios subjetivos convencionales. En cuanto al proyecto 
de Marco Común de Referencia (MCR), se puede encontrar en este proyecto 
un libro entero, el VI, dedicado a la responsabilidad extracontractual, y el cual 
se abre con la regla fundamental en el artículo 1: 101, al prever que “cualquier 
persona que sufra un daño jurídicamente relevante tiene derecho a una reparación 
por parte de aquel que, con dolo o culpa, lo haya causado o a quien el hecho le 
sea imputable de otra manera”; se agrega que “el daño jurídicamente relevante 
es imputable a quien lo ha causado sin dolo ni culpa solo en los casos previstos 
en el capítulo 3”. Una vez más, por lo tanto, cabe reconocer otros criterios de 
imputación del daño ya en la regla general de responsabilidad, y también se ha 
precisado la naturaleza taxativa de las hipótesis de sin dolo y sin culpa. Por lo 
tanto, lo que ambos proyectos parecen restablecer es un sistema en el que se 
ha llegado a una posición más consciente de la culpa como criterio de imputa-
ción concurrente, y no hegemónico, en la óptica de un distanciamiento total del 
modelo tradicional de “responsabilidad civil que, que, al hacer irracionalmente 
un apalancamiento en el criterio de civilización legal que basa la imputación en 
la presencia de una conducta anti-obediente, ponía en peligro la protección real 
de los bienes e intereses de extraordinaria preocupación social e individual”176.
Volviendo específicamente a la disciplina de la imputación culposa en los 
PETL, si el artículo 4: 101 afirma, en principio, que responde por culpa quien 
“por negligencia viola el estándar de conducta exigible”, el sucesivo artículo 4: 
102 define dicho modelo de comportamiento de una manera bastante peculiar. 
En efecto, se precisa que el estándar requerido es el de una “persona razonable”, 
pero se ha de evaluar “en las circunstancias del caso concreto”, y en particular, 
176 Mario Serio, “La responsabilità civile in Europa: prospettive di armonizzazione”, Europa e dir. priv. 2 (2014): 
352.
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en relación con la naturaleza y el valor del interés protegido, la peligrosidad de la 
actividad, la experiencia que se puede esperar de una persona que la ejerce y 
la previsibilidad del daño, así como la disponibilidad y el coste de las medidas 
preventivas o de métodos alternativos. Cabe la aclaración de que el estándar así 
determinado “se puede corregir, si es necesario, cuando por razones de edad, 
discapacidad física o mental o relacionadas con circunstancias extraordinarias no 
es exigible que la conducta se adecúe a la exigible”. Del mismo modo, aunque es 
menos preciso, el artículo 3: 102 del libro VI del proyecto del MCR establece 
que se considera culpable a quien no satisface un criterio particular de diligencia 
requerido por una disposición legal o por el estándar de diligencia que en las mis-
mas circunstancias se espera de una persona razonablemente diligente. Por tanto, 
es evidente que ambos proyectos concuerdan en concebir el parámetro del agente 
modelo de forma suficientemente elástica, de modo tal que pueda adaptarse a las 
circunstancias objetivas y subjetivas del caso concreto y sea, al mismo tiempo, 
acorde a las características de un juicio: el de la culpabilidad, que, como ya se ha 
visto, tiene una naturaleza eminentemente normativa, y no sicológica.
También es interesante destacar la previsión del tercer párrafo del art. 4: 102 
de los PETL, el cual establece que las “reglas que prescriben o prohíben determi-
nadas conductas tienen que ser tomadas en cuenta para establecer el estándar de 
conducta exigible”. Así, la norma permite entender que los eventuales parámetros 
normativos de valoración de la conducta del dañante —por ejemplo, la observancia 
de un código de conducta o la de las líneas guía en ámbito médico— pueden con-
currir para fundar el juicio de responsabilidad, y así incidir en la configuración de 
esta, tanto en positivo como en negativo, como causas de exclusión. Finalmente, 
el último aspecto de gran interés, incluso a la luz de la evolución italiana de la 
imputación culpable, es la disposición del art. 4: 102 de los PETL; la norma, que 
no encuentra su equivalente en el MCR, establece que la hipótesis de “inversión 
de la carga de la prueba de la culpa” solo se permite “a la luz de la gravedad del 
peligro presentado por la actividad”, para evaluarse “en base a la seriedad de un 
posible daño en casos similares casi como en razón de la probabilidad que tal 
daño puede ocurrir realmente”. Por tanto, las presunciones de responsabilidad, 
que se atribuyen expresamente a la categoría de la responsabilidad basada en la 
culpa, son admitidas con cierta cautela, y solo cuando hayan sido suficientemente 
justificadas, en contextos de alto riesgo, por exigencias particulares de tutela de 
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la víctima. Las presunciones de responsabilidad, y que se atribuyen expresamente 
a la categoría de responsabilidad basada en la culpa, son permitidas con cierta 
cautela, y solo si están justificadas en contextos de alto riesgo, a partir de las nece-
sidades especiales de protección de la víctima. La aplicación de las presunciones 
de culpa ha de evaluarse, conforme al art. 4:102 de los PETL, “sobre la base de la 
gravedad de los posibles daños en estos casos, así como en la razón probable de 
que tal daño puede ocurrir realmente”.
Siempre, en el título relativo a la responsabilidad culposa se encuentra también 
una disposición especial relativa a la genérica “responsabilidad de empresa” (Art. 
4: 101), según la cual “una persona que ejerce de manera duradera una empresa 
con fines de lucro o profesionales valiéndose de auxiliares o de equipos técnicos 
es responsable de cualquier daño causado por un defecto de dicha empresa o de 
su producción a menos que pruebe que han adoptado el estándar de conducta 
exigible”.
Por el contrario, en el título de los PETL relativo a la responsabilidad objetiva 
se comprende solo el daño causado  por actividades extraordinariamente peligro-
sas (art. 5: 101), que se configura cuando se desarrolla una actividad que “crea un 
riesgo particularmente significativo y previsible de daño aun cuando se ejercen 
todos los cuidados para su ejercicio”. Además, se hace la precisión de que los 
legisladores nacionales pueden introducir “hipótesis ulteriores de responsabilidad 
objetiva de modo similar a otras fuentes de riesgo de daño comparable”; es decir, 
significativamente determinables y previsibles.
Por último, se ha regulado la responsabilidad por hecho de otro: en el caso 
de menores de edad e incapaces síquicos, el supervisor es responsable del daño 
que estos causan, a menos que se pruebe que observó el estándar de conducta 
exigible. Por el hecho de los auxiliares, “cualquiera” es considerado responsable 
si ellos, en el ejercicio de sus funciones, actuaron en violación de las reglas de 
conducta, y, debido a ello, causaron daños. Por tanto, parece posible afirmar que 
el sistema de criterios de asignación en el derecho italiano no está sustancialmente 
en desacuerdo con las directrices de armonización de los PETL, y, en realidad, 
la diferencia es tan solo nominal. Así, la oportunidad de una transposición del 
proyecto de armonización descansa en la bifurcación rígida de los modelos de 
responsabilidad por culpa/sin culpa, y en la coherencia entre los criterios utiliza-
dos y las etiquetas clasificatorias.
Sobre el derecho europeo de la responsabilidad civil 
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En cambio, en cuanto al espacio que el proyecto del MCR dedica a la res-
ponsabilidad sin culpa, es necesario analizar las disposiciones contenidas en los 
VI. - 3: 201 y siguientes. La primera norma, relativa a la responsabilidad por 
el hecho causado a terceros por los trabajadores subordinados, crea un régimen 
objetivo atribuyendo la obligación resarcir al empleador, si el daño fue causado 
por el dependiente en horario de trabajo o en el desempeño de las funciones 
asignadas, y mientras este sea (legalmente) responsable. La siguiente dispo-
sición (VI - 3: 202) se refiere al daño ocasionado por un inmueble peligroso. 
Se prevé que la obligación de resarcir recaiga sobre la “persona que ejerce de 
forma independiente el control de su inmueble” (se hace la precisión de que 
“el control sobre un inmueble es independiente si es razonable imponer a la 
persona que lo ejerce el deber de impedir que se verifique el daño”, y que “se 
presume que el propietario del inmueble, salvo que pruebe que otro ejerce en 
modo independiente el control”). Por lo tanto, se trata de una hipótesis peculiar, 
pues introduce una prueba liberatoria de tal consistencia que no afecta el régimen 
de responsabilidad objetiva, sino solo sobre la naturaleza absoluta de esta. La 
siguiente norma (VI - 3: 203) dispone que del daño causado por los animales 
responde el cuidador, mientras que el artículo VI. - 3: 204 reproduce el contenido 
de la Directiva 85/374 / CEE, relativa a los productos defectuosos. Por último, el 
artículo. VI. - 3: 205 prevé que para el daño causado por un vehículo motorizado 
debe ser requerido para responder el cuidador, mientras que la norma siguiente 
imputa el daño causado por sustancias peligrosas o emisiones peligrosas al cui-
dador o al operador de la actividad, si dicho daño se ha derivado de una situación 
de peligro probable, con la especificación de que la responsabilidad se excluye 
si dichos sujetos gestionan la sustancia o la actividad para fines no relacionados 
con su profesión o su negocio, o si prueban no haber violado las normas jurídicas 
relativas al control y la gestión. Como cierre del sistema, se prevé que el derecho 
nacional pueda contemplar ulteriores hipótesis de responsabilidad sin culpa, ante 
la presencia de fuentes de peligro que no se hayan previsto en el proyecto del 
MCR. Por otro lado, cabe hacer mención del régimen de responsabilidad por el 
daño causado por menores de edad o de personas sujetas a vigilancia. La norma, 
que se encuentra, fundamentalmente, en el título relativo a la responsabilidad por 
culpa, imputa la obligación de resarcir el daño a los padres, los tutores o los entes 
encargados de su vigilancia, salvo si estos no prueban que no hubo defecto en la 
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propia vigilancia (por otra parte, el menor a quien se hace referencia es solo el 
sujeto de edad inferior a 14 años). Por lo tanto, resulta un cuadro complejo que, 
como ya se ha observado en relación con los PETL, tiene la ventaja de hacer 
una distinción precisa en cuanto a la imputación por culpa o por otros criterios 
de otra naturaleza. Además, una particularidad de este proyecto consiste en la 
modulación de las categorías del daño resarcible frente a cambiar el título al que 
se adscribe la responsabilidad.
Observando en conjunto la opción realizada en los mencionados proyectos 
respecto a los criterios de imputación específicos, se puede señalar una serie 
consideraciones de síntesis: en el campo de responsabilidad por hecho ajeno, 
los daños causados por auxiliar siempre se imputan objetivamente, mientras que 
en el caso de menor o el incapaz, los proyectos de armonización se refieren al 
incumplimiento del deber de vigilancia, a diferencia de la posición más estricta 
del derecho italiano. Por lo demás, el proyecto del MCR contempla un abanico 
más amplio de hipótesis de responsabilidad objetiva, donde, como en el caso de 
la custodia o de la ruina de edificio, el ordenamiento interno admite la prueba 
del caso fortuito. Finalmente, cabe señalar el tema, particularmente interesante, 
de las actividades peligrosas: si el MCR crea un régimen objetivo, pero excluye 
la aplicación de si el sujeto no es un profesional/empresario, o si se prueba el 
cumplimiento de los cuidados prescritos, los PETL no admiten alguna prueba 
en contrario solo si las actividades tienen características de una extraordinaria 
peligrosidad. Por tanto, los proyectos de armonización parecen contemperar la 
exigencia (también deterrente) de imputar al operador los costos de las activida-
des (más) peligrosas, con la opuesta instancia de certidumbre sobre el estándar de 
seguridad requerido (y sobre la impunidad en caso de un cumplimiento exacto 
de las previsiones legales).
Por último, y de modo más general, se puede observar cómo ambos proyec-
tos ponen la responsabilidad de la empresa en el terreno de la responsabilidad 
objetiva. Se trata, en efecto, de una tomar posición en el debate entre quienes sos-
tienen que la superación de los tradicionales criterios de imputación se advierte 
exclusivamente en relación con las actividades económicas y quienes, en cambio, 
sostienen que el criterio del “peligro”, independientemente del contexto en el 
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cual se manifieste, es el que requiera la intervención de una regla peculiar de 
responsabilidad objetiva177.
El impacto de los PETL y del MCR en el ordenamiento italiano
Una vez se ha completado este análisis comparativo parece oportuno, al menos, 
incluir una evaluación rápida del impacto que tales proyectos han tenido en el 
ordenamiento italiano, y, particularmente, en los trabajos de la ciencia jurídica, 
los cuales, sin duda, constituyen un banco válido de pruebas para los proyectos 
de armonización, como los que se han tratado en esta obra, y que tienen una 
naturaleza y una génisis eminentemente académicas.
Partiendo de los PETL, cabe, sobre todo, señalar que sus disposiciones han 
sido frecuentemente recordadas por la doctrina italiana como términos de refe-
rencia para el análisis crítico de las instituciones y los problemas fundamentales 
en el campo de la responsabilidad civil, tales como la injusticia del daño y la 
identificación de los intereses protegidos, por nombrar algunos de ellos. No es 
esta la obra oportuna para un reconocimiento detallado de las contribuciones 
sectoriales en las cuales se halla presente una referencia crítica a las soluciones 
adoptadas por PETL; así pues, el estudio se limitará, contrariamente, a evaluar la 
actitud general con la que los comentaristas italianos han saludado la adopción de 
un texto, como el de los Principios, el cual aspira a posicionarse como una fuente 
de conocimiento del ius comune europeo en el tema de la responsabilidad y, al 
mismo tiempo, como punto de partida para la futura armonización de la mate-
ria. Ahora bien, según los comentaristas, es, precisamente, la función de dicho 
documento lo que se constituye en su principal punto de fuerza178. En realidad, 
conscientes de las profundas diferencias que existen entre los sistemas europeos 
177 Ver para las dos soluciones, respectivamente, Guido Alpa, “Responsabilità d’impresa”, en Digesto delle disci-
pline privatistiche, Agg. IX (Torino: Utet Giuridica, 2014), 594; y Vincenzo Roppo, “Responsabilità oggettiva e 
funzione deterrente. Note sparse”, Nuova giur. civ. comm. 2 (2008): 292. 
178 Ver Gregor Christandl, “Principles of European Tort Law: ideas sobre el tema del daño no patrimonial”, Resp. 
Civ. y prev. 11 (2006): 1987 y s.s., y, en parte, 1991: “el gran valor de este proyecto radica sobretodo en el he-
cho de que representa una colección del ius comune europeo en materia de responsabilidad civil, permitiendo 
en primer lugar a los estudiosos universitarios y a los operadores prácticos tener una visión compartida de las 
normas vigentes en los diferentes países europeos, y fungiendo al mismo tiempo de base para una eventual y 
futura armonización del law of torts europeo”.
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en la configuración de los elementos constitutivos del ilícito civil179, los redacto-
res de los PETL “han optado por escribir una trama”, sobre la cual “se ha tejido 
el conjunto de normas de responsabilidad civil”, y, por tanto, una trama que pueda 
constituir “el punto de partida de la regulación, mas no el punto de llegada”180. 
En otras palabras, el enfoque con el cual se procedió a compilar el documento 
implicó el reconocimiento de modelos de ilícitos alternativos —a veces, incluso, 
antitéticos— y su posterior reconciliación dentro de un texto que pueda aspirar 
a servir de modelo para la progresiva armonización de las normas internas, y no 
para su sustitución por una fuente supranacional vinculante181. Con esta óptica, 
los redactores de los PETL, pasando de un enfoque de bottom-up, de abajo hacia 
arriba, enfrentaron “con un sentido de la proporción y con respeto de las estruc-
turas formada a través del tiempo en los principales sistemas jurídicos europeos” 
la difícil la tarea de acercar alguna vez “extremos separados por el océano de 
las controversias, de los conflictos dogmáticas”182, como parece evidente en la 
alternativa entre sistemas basados  en la injusticia del daño como cláusula atípica 
y sistemas caracterizados, al contrario, por la tipicidad de los hechos ilícitos183; 
179 Para un análisis de las cuestiones —incluso, simplemente, terminología—, debido a las diferencias entre el 
nivel de disciplina en los sistemas jurídicos europeos, ver: Miquel Martin Casals, “Una visión general de los 
‘Principios de Derecho de Daños Europeo’ (desde el punto de vista español)”, Resp. Civ. y prev. 6 (2005): 1277 
y s.s.
180 Guido Alpa, “La responsabilità oggettiva”, Contr. e impr. 3 (2005): 1002. Unos trazos del enfoque de base con 
el cual se elaboraron los PETL se encuentran en la precisión “según la cual un texto como el presentado no 
se mantiene en pie por sí solo” (“principles do not stand by themselves”) [ver Jaap Spier, European Group on 
Tort Law. Principles of European Tort Law. Text and Commentary Provisional Edition, 22], debido a que los 
principios deben interpretarse a la luz de los Derechos Humanos, las directivas, los precedentes legales, 
los principios constitucionales, etc., y la precisión de que el texto ha sido diseñado de manera flexible, iure con-
dendo; es decir, de todas las reglas generales, los matices y los instrumentos para la adaptación a diferentes 
circunstancias a las cuales tienen que adecuarse.
181 Ver Miquel Martin Casals, “Una panoramica sui ‘Principles of European Tort Law’ (dalla prospettiva spagnola)”, 
Resp. civ. e prev. 6 (2005): 1278: “En cambio, se quiere delinear un marco que facilita la discusión y el debate 
entre los privatistas de diferentes países que puedan superar los límites que el carácter nacional del derecho 
impone a la perspectiva y el enfoque de cada uno”.
182 Mario Serio, “La responsabilità civile in Europa: prospettive di armonizzazione”, Europa e dir. priv. 2 (2014): 
passim. 
183 Al respecto, se debe decir que “la propuesta normativa parece reunir de manera calibrada los resultados del 
delicado debate, que se ha visto presente las principales experiencias jurídicas europeas, sobre los requisitos 
para la calificación de un hecho como ilícito y la noción de injusticia del daño. La elección realizada en los 
Principios en palabras es muy clara: se resarce el daño que resulte de la violación de un interés jurídicamente 
protegido, es decir, a la lesión de una situación subjetiva expresamente reconocida como digno de protección 
por parte del ordenamiento jurídico. En otras palabras, es indemnizable el daño injusto, que consiste en el 
menoscabo de un derecho o interés ajeno. Igualmente claro parece el viraje de los autores del proyecto hacia 
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todo ello, con el objetivo de fondo, según el cual en caso de duda acerca de una 
solución determinada, la alternativa que se prefiera no es la más difundida por 
las jurisdicciones europeas, pero sí “la mejor” axiológicamente, aun cuando no 
sea compartida184. Ahora bien, el éxito de tanto esfuerzo no ha cesado de suscitar 
reacciones positivas de los comentaristas italianos, que no han dudado en calificar 
de loables los resultados alcanzados por el European Group on Tort Law 185.
Considerando ahora el otro proyecto europeo, el Proyecto del Marco Común 
de Referencia (MCR), el juicio de la doctrina italiana sobre el tema ha sido más 
complejo y variado, también, a causa del contexto diferente en el cual fue ela-
borado el documento y las funciones a las que pertenece. En cuanto al primer 
aspecto, la redacción del proyecto del MCR es el resultado de un proceso de 
armonización fuertemente auspiciado por las instituciones europeas —y, en 
particular, por la Comisión186— con el fin de garantizar una mayor coherencia 
dentro de las áreas fundamentales del derecho privado europeo. Cabe observar, 
sin embargo, que la derivación eurounitaria del proyecto ha determinado que en 
su interior fueran llamados a convivir dos complejos normativos diversos: “por 
un lado, los principios comunes a las legislaciones nacionales (...) enucleados y 
reconstruidos utilizando el método comparativo; de otro lado, los principios que 
existen actualmente en el Derecho comunitario (...) de acuerdo con el modelo 
acquis”187. Ahora bien, ese objetivo de fondo no ha dejado de suscitar en la doc-
un sistema de tipicidad de los hechos ilícitos: y ello no debe sorprender, tratándose de una actitud común a 
las principales expresiones de los derechos de vida de Europa”. Ver: Mario Serio, “La responsabilità civile in 
Europa: prospettive di armonizzazione”, Europa e dir. priv. 2 (2014): 353-54. 
184 Para algunas consideraciones sobre este planteamiento, ver Mauro Bussani, “Voce Diritto privato europeo”, en 
Enciclopedia del Diritto Annali (Milano: Giuffrè, 2008), 417 y s.s., y, en parte, 425 y s.s.
185 Ver Serio, “La responsabilità”, passim.
186 Véase, en relación con el “Piano d’Azione” europeo, Maggiore coerenza nel diritto contrattuale europeo-
Un piano d’azione, en COM (2003) 68 def. (G.U.C.E. 2003, C-63, 1)-Comunicazione della Commissione al 
Parlamento europeo e al Consiglio del 15 marzo 2003. Sobre el punto, ver, en doctrina, Carlo Castronovo, 
“Armonizzazione senza codificazione. La penetrazione asfittica del diritto europeo”, Europa e dir. priv. 4 (2013): 
905 y s.s. y, en parte, 915: il Draft “ha representado el último momento significativo de la idea codificadora que 
[…] ha atravesado Europa desde el inicio de los años ochenta del siglo pasado”. 
187 Para una reflexión sobre las consecuencias de la coexistencia de estos modelos, ver: Umberto Breccia, 
“Principles, definitions e model rules”, en el ‘Marco Común Europeo’. Draft Common Frame of Reference” 
1 (2010): 95 y s.s., y, en parte, 96 y ss.: “el derecho privado europeo […] manifiesta en su totalidad, de ese 
modo, una vocación, una configuración y una tensión […] bipolar y concurrente […] ya que la materia puede 
encontrar su plena definición solamente al fin de un concurso constructivo entre distintos acquis (uno radicado 
en los derechos nacionales y en las líneas de una jurisprudencia controlada por la ciencia del derecho; el 
110
PR
IVA
DO
 18
La modernización de las instituciones del derecho civil
trina comentarios críticos, pues se han considerado insuperables las dificultades 
asociadas al intento de conciliar unos marcos normativos que, en retrospectiva, 
expresan “modelos político-normativos difíciles de conciliar”, y que, por lo tanto, 
parecerían conducirse a la unidad solo “al fin de una operación “de fachada”188.
En cuanto al segundo aspecto, el proyecto del MCR se fija el objetivo, extre-
madamente ambicioso, de regular toda la materia de obligaciones, y, con esta 
óptica, trata, de manera omnicomprensiva, no solo las cuestiones contractuales, 
sino también, las otras fuentes de la relación obligatoria; entre ellas, el ilícito 
civil189. A pesar de tales premisas, sin embargo, el resultado final del trabajo 
de compilación parece presentar diferentes perfiles de ambigüedad, lo que com-
promete su autoridad y su agudeza. En realidad, si, por una parte, la Comisión 
Europea se situó en una aproximación inicial bastante minimalista, evidente en 
las comunicaciones en las cuales el documento ha sido calificado como una caja 
de herramientas —toolbox—190, una mera propuesta podrá ser tomada en cuenta 
otro ambientado en el marco jurídico de un mercado único competitivo y en el análisis, aunque crítico, de las 
tendencias de los jueces europeos)”.
188 Ver Alessandro Somma, “Verso il diritto privato europeo? Il Quadro comune di riferimento nel conflitto tra diritto 
comunitario e diritti nazionali”, Riv. trim. dir. proc. civ. 4 (2008): 1097 y s.s. y, en parte, 1099: “a diferencia de 
lo que se sostiene sobre todo en el área italiana, los dos complejos expresan los modelos político normativos 
difícilmente conciliables o, alternativamente, únicamente conducibles a una unidad solo con el fin de una 
operación de fachada”. Y esto expone al riesgo de la cancelación de la identidad cultural de los derechos 
nacionales, amenazada, más que por el proceso de identificación de los puntos en común entre ellos, de su 
sumisión a la lógica de la armonización impuesta desde arriba. Para una visión general de la relación entre los 
derechos nacionales y el acquis comunitario, ver también: Carlo Castronovo, “Quadro comune di riferimento e 
acquis comunitario: conciliazione o incompatibilità?”, Europa e dir. priv. 2 (2007): 275 y s.s.
189 Subraya la bondad de la elección de tratar toda la materia del derecho de las obligaciones: Walter Doralt, 
“Diritto europeo dei contratti: rischi e opportunità del regime opzionale”, Resp. civ. e prev. 6 (2011): 1205 y s.s., 
y, en parte, 1207: “mientras la discusión académica sobre el MCR ha iniciado recientemente, la publicación 
actual y sus comentarios de derecho comparado (notas), en su estado actual ya constituyen un resultado 
importante, puesto que se trata del primer cuerpo normativo no estadual que supera los límites del derecho 
contractual”.
190 Ver Comunicación de la Comisión Europea del 25 de julio de 2007 (COM (2007) 447 final.). La Comisión 
Europea ha demostrado concebir el proyecto de MCR como un manual para ser utilizado, en particular, para 
la revisión de la legislación vigente, así como de la elaboración, cuando sea necesario, de nuevos instrumen-
tos en el ámbito del derecho contractual; incluso, más allá de la cuestión de consumo. Al mismo tiempo, se 
reafirma con fuerza que el MCR “no está destinado a garantizar una armonización a gran escala de derecho 
privado o a transformarse en un código civil europeo”. Así, la comisión ha traicionado las expectativas de la 
doctrina que había auspiciado la redacción de un verdadero código civil europeo. Ver, sobre el punto: Vincenzo 
Scalisi, “Alberto Trabucchi e la costruzione in Europa di un diritto privato comune”, Europa e dir. priv. 4 (2008): 
907 y s.s., y, en parte, 913 y s.s.: “El Parlamento Europeo […] de la solicitud inicial para la elaboración de un 
verdadero código común europeo de derecho privado” [Ver, Resoluciones 26.05.1989 (GUE 06.26.1989, N° C 
158, 400) y 6.5.1994 (NGL 07.25.1994, C 205, 518)] se ha debido replegar en el tiempo para un más circuns-
crito objetivo […] la Comisión ha intervenido ulteriormente con dos informes distintos […] para aclarar mejor 
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por los legisladores nacionales, y aún más, por el legislador europeo, cuando 
deba adoptar una regulación uniforme de las materias tratadas; por otro lado, 
el proyecto, en su conjunto, parece establecerse sobre una función exorbitante 
respecto a una de mero instrumento de derecho blando —soft law—191. Se ha 
hecho hincapié en que la versión final del proyecto del MCR ha tomado la forma 
de un verdadero y propio código, destinado a proporcionar “una sistematización 
completa de los institutos del derecho privado”192, sin haber sido nunca calificado 
como tal, hasta el punto de que en la doctrina se ha hablado de “un código civil 
que no sería más que el nombre”193. Ahora bien, tales ambigüedades de fondo en 
cuanto a los objetivos que el proyecto de MCR está llamado a realizar constituye, 
en opinión de los comentaristas, un elemento de debilidad intrínseca194 que ha 
afectado la coherencia global y la especificidad del proyecto195, y que ha determi-
y establecer —pero en un sentido decididamente reductivo— alcance y propósito de la iniciativa en curso de 
actuación. El resultado es un verdadero cambio de dirección con una parcial, pero sustancial liberación de las 
propuestas iniciales y expectativas planteadas”. 
191 Para ver este tipo de consideraciones: Marisa Meli, “Gli sviluppi del diritto privato europeo e il ‘Quadro comune 
di riferimento’”, en Centro di documentazione europea (Università di Catania, 2008), 6, y, en parte, 11 y s.s.: 
“No hay duda de que entre las funciones asignadas por la Comisión al CFR se encuentre la de instrumento 
de mejora de la legislación y es esta función que los compiladores del proyecto de MCR entienden hacer 
referencia. Sin embargo, el tipo de trabajo realizado parece ser sobreabundante con respecto a dicha función 
modesta”.
192 Meli, “Gli sviluppi del diritto privato”, 11. Véase, sobre el punto: Giuseppe Ferri, “Riflessioni sul diritto privato 
europeo”, Europa e dir. priv. 1 (2011): 1 y s.s. y, en parte, 21, 59: El proyecto de MCR es uno de “esos mode-
los de estructura ‘codicística’, en los cuales, en una perspectiva común europea, se han dictado normativas, 
sobre todo en materia contractual”; en particular, el proyecto “tiende a reproducir la articulación organizacional 
y la amplitud estructural de un verdadero código”. Ver Pietro Sirena, “Il discorso di Portalis e il futuro del diritto 
privato europeo”, Riv. dir. civ. 3 (2016): 652 y s.s., y en parte, 658 y s.s.
193 Nils Jansen y Reinhard Zimmermann, “A European Civil Code in all but Name”. Cambridge Law Journal 69 
(2010): 98 y s.s. 
194 Ver sobre el punto: Carlo Castronovo, “L’utopia della codificazione europea e l’oscura realpolitik di Bruxelles. 
Dal DCFR alla proposta di regolamento di un diritto comune europeo della vendita”, Europa e dir. priv. 4 (2011): 
837 y ss., y, en parte, 841: “Pero aquí el MCR presenta ese punto crítico que podría haber marcado el desti-
no, al menos en el momento actual: se acercó peligrosamente a un código, pero nadie lo quiere decir. En el 
momento en que se ofrece a sujetos diversos y dispares, como pueden ser los particulares o los legisladores, 
parece exhibir su debilidad original, típica de lo que puede ser de interés para muchos, pero termina por no ser 
deseado por nadie”.
195 Ver las observaciones críticas hechas por Marisaria Maugeri, “Alcune perplessità in merito alla possibilità di 
adottare il DCFR come strumento opzionale (o facoltativo)”, Nuova giur. civ. comm. 2 (2011): 253 y s.s., y, en 
parte, 255 y s.s.: “No parece aprovecharse plenamente las consecuencias de ciertas decisiones. Por ejemplo, 
las reglas del MCR son generalmente más ‘estrictas’ más impositivas que las del acquis, así como ‘en algunos 
casos no es del todo clara la razón por la cual se llega a un cierto tipo de disciplina y esto determina un tipo de 
inconsistencia general de este último’”.
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nado el abandono progresivo por parte de las propias instituciones europeas que 
habían auspiciado su redacción.
Consideraciones finales
Este panorama sobre la morfología de los diferentes criterios de imputación en el 
que se inspira el sistema de la responsabilidad civil, con una perspectiva interna 
y europea, permite formular algunas consideraciones conclusivas; especialmente, 
en relación con las oportunidades de armonización. Es evidente, en realidad, que, 
justamente, la armonización puede constituir una palanca efectiva para demoler 
ciertos bastiones de “resistencia” a una más completa y coherente sistematización 
de las relaciones entre responsabilidad por culpa y sin culpa en el ordenamiento 
italiano. Es evidente que se trata de una cuestión contemporánea, que hace nece-
sarias algunas precisiones sobre el método, sobre el objeto y sobre la dirección 
de dicha reforma.
En realidad, en cuanto a las modalidades, se debe considerar el diverso papel 
que pueden jugar los reglamentos y las directivas europeos sobre los proyectos 
de armonización, así como las diversas maneras de intervención que dichos ins-
trumentos pueden operar. En efecto, las fuentes europeas gozan de una eficacia 
mucho más incisiva, pero adolecen de la sectorialidad y la limitación de los fines 
que las motivan. Por lo tanto, confiarse en el formante normativo comunitario 
expondría al riesgo de una armonización “especializada”, que se experimenta-
ría en la creación de una pluralidad de regímenes específicos, sin una versión 
unitaria196. Por lo tanto, frente a la posibilidad de absolver críticas específicas, 
se correría el riesgo de llegar a un sistema carente de una arquitectura sólida y 
de líneas generales coherentes para la solución de las hipótesis no reguladas. 
Además, algunos ejemplos han permitido observar cómo el “filtro” constituido 
por la recepción en el ordenamiento nacional a menudo termina por deformar los 
196 Ver Guido Alpa, “Nuove figure di responsabilità civile di derivazione comunitaria”, Resp. civ. e prev. 1 (1999): 
27: “Hoy en día las reglas de responsabilidad no solo no pueden reducirse a ‘sistema’ sino que requieren una 
revisión del sector, al haberse creado tantos ‘subsistemas’ cuantos son los regímenes especiales de res-
ponsabilidad”. Ver, sobre el punto: Marino Bin, “Clausole vessatorie: una svolta storica (ma si attuano così le 
direttive comunitarie?)”, Contr. e impr. Europa (1996): 431: frente al empleo de las directivas, por lo demás, de 
carácter “fragmentario y ondulante”, el intérprete se encuentra con dificultades de no poca importancia; lo que 
es así, también, porque son graves “los defectos que actualmente denuncia aquel mecanismo de formación 
legislativa, el cual funciona a través de la recepción en el ordenamiento privado de fragmentos cada vez más 
voluminosos de disciplina proveniente e impuesta por los organismos comunitarios”.
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criterios indicados por el legislador europeo: se advierte, en algunos de dichos 
supuestos, una especie de “resistencia” por parte de la legislación nacional, 
en el plano de la transposición o de la aplicación, respecto a soluciones que 
parecen “impuestas” desde el exterior197. Al contrario, en vista de su naturaleza 
no vinculante, los proyectos de matriz “doctrinal” parecen tener mejores poten-
cialidades198. En efecto, una armonización débil, pero dotada de organicidad, y, 
sobre todo, elaborada, sobre la base de las tradiciones jurídicas de los distintos 
ordenamientos sobre el common core de los diversos sistemas de responsabilidad 
civil podría constituir la feliz ocasión para una renovación desde adentro de cier-
tas categorías generales199. En realidad, cabe observar que tales proyectos podrían 
197 Ver: Guido Alpa, “Nuove figure di responsabilità civile di derivazione comunitaria”, Resp. civ. e prev. 1 (1999): 5 
y s.s.: “La adhesión de Italia a la Unión Europea ha comportado la recepción de numerosas normas formuladas 
en sede comunitaria en el campo de la responsabilidad civil. Estas normas, de cuando en cuando fruto de 
mediaciones entre las diferentes tendencias y los diversos textos ya existentes en los sistemas jurídicos de los 
Estados miembros, o de nueva acuñación comunitaria, han sido adoptadas en sede comunitaria mediante el 
instrumento de la directiva. Lo que ha significado para cada Estado miembro una adaptación no automática, 
pero compleja: Es decir, ha implicado la redacción de un texto de actuación, con la formulación de normas, con 
la aplicación de los principios generales, con la coordinación con disposiciones, orientaciones jurisprudencia-
les, terminologías y conceptos preexistentes en el sistema interno”. Ver también: Giuseppe Ferri, “Riflessioni 
sul diritto privato europeo”, Europa e dir. priv. 1 (2011): 1 y s.s.: “Se trata de intervenciones que, precisamente 
por ocasionales y, por ende, no orgánicos, aparecen, por un lado, a menudo claramente insuficientes, por otro 
lado, peligrosos, porque insertándose en el diseño de un código civil, corren el riesgo de desnaturalizar el 
orden lógico y la racionalidad que lo sostienen”.
198 Sobre la potencialidad de los proyectos europeos de armonización, ver por ej. Vincenzo Roppo, “Responsabilità 
oggettiva e funzione deterrente. Note sparse”, Nuova giur. civ. comm. 2 (2008): 296: “Europa, como sabemos, 
no solo nos imparte un ‘derecho comunitario’ hecho de directivas que vinculan formalmente las legislaciones 
de los Estados miembros; se extiende también a un ‘derecho común’, formado por elaboraciones ‘normativas’ 
en sentido amplio, cuyo valor se basa no tanto en la soberanía formal de un rulemaker, cuanto en la autoridad 
cultural de expresiones cualificadas de la academia, de las profesiones, de la sociedad”; Vincenzo Roppo, “Sul 
diritto europeo dei contratti: per un approccio costruttivamente critico”. Eur. e dir. priv. (2004): 439 y s.s., y, en 
parte, 440-441: el “derecho común europeo” se presenta como “un conjunto de reglas, principios, categorías, 
que no se genera por la vía autorizada y burocrático; sino que nace ‘desde abajo’ —el nivel, si se quiere, de 
la sociedad civil— a causa de las elaboraciones intelectuales, mediación cultural, la circulación y modelos de 
reparto progresivo, autoritario y burocrático; más bien nace ‘de abajo’ —al nivel, si se quiere de la sociedad 
civil— por vía de elaboraciones intelectuales, de mediaciones culturales, de circulación y progresivo compartir 
de modelos, dentro de un proceso no institucionalizado”, a diferencia del “derecho europeo comunitario”, “que 
halla su fuente principal en las directivas, destinadas a ser transpuestas en los ordenamientos internos de los 
Estados miembros, un derecho que nace —por así decirlo ‘desde ‘lo alto’— a través del trabajo de los burócra-
tas en Bruselas y mediaciones políticas que lo acompañan”.
199 Sobre este punto, ver: Pietro Sirena, “Il discorso di Portalis e il futuro del diritto privato europeo”, Riv. dir. civ. 3 
(2016): 661-62: “El riesgo de un fracaso del poder regulatorio es más fuerte cuando está centrado y se ejerce 
desde lo alto hacia bajo (modelo llamado top down), donde el riesgo de un fracaso del poder regulatorio está 
balanceado más eficazmente cuando está descentralizado y se ejerce desde abajo hacia arriba (denominado 
modelo bottom up). La mejor manera de evitar el riesgo de que las diferencias nacionales creadas desde hace 
un par de siglos de positivismo jurídico dañen el bienestar social y económico de Europa consiste en basar 
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constituir, si no el verdadero y propio “código civil europeo”, fuertemente apo-
yado por una doctrina autorizada200, al menos, sí, un marco de referencia para los 
reglamentos y las directivas europeos, que de este modo podrían alcanzar una 
mayor uniformidad y sufrirían una distorsión menor al momento de su recepción 
en los ordenamientos nacionales.
En cambio, en lo que se refiere a los contenidos de los proyectos de armoni-
zación, son numerosas las características que podrían, concretamente, desarrollar 
la reflexión interna sobre el terreno de la imputación de la responsabilidad civil. 
Ante todo, constituye un modelo digno de imitar por el ordenamiento italiano la 
identificación, ya en el plano de regla general, del binomio entre responsabilidad 
por culpa y responsabilidad sin culpa: respecto, efectivamente, a un sistema 
concebido en términos de regla-excepción, una bifurcación en dos regímenes 
generales de “igual dignidad” evitaría unas ósmosis indebidas aclarando desde 
un principio los ámbitos de su respectiva aplicación.
Volviendo luego a cada criterio, del ordenamiento italiano podría extraerse 
el concepto de “culpa” de los PETL, y del proyecto del MCR, extraerse la figura 
de un agente modelo que llegue a conciliar mejor la dimensión normativa y 
la dimensión concreta del reproche a título de culpa. Por otra parte, incluso la 
institución de la “inversión de la culpa” encuentra en los proyectos europeos un 
modelo válido: constituye una indicación conceptual útil en derecho, frente a las 
tendencias recientes del ordenamiento interno, el hecho de que ella se encuentre 
siempre en el ámbito de la responsabilidad por culpa, y podría constituir un dique 
para algunas distorsiones aplicativas la previsión por la cual ella sea consentida 
el futuro de la integración jurídica entre los Estados miembros sobre el common core de sus ordenamientos 
nacionales”.
200 Por la necesidad de un Código Civil Europeo, ver Luigi Mengoni, L’Europa dei codici o un codice per l’Europa 
(Roma: Centro studi e ricerche di diritto comparato e straniero, 1993), 13 y s.s.; Carlo Castronovo, “Verso un 
codice europeo: i principi del diritto europeo dei contratti”, en Studi in onore di Cesare Massimo Bianca, vol. 
1 (Milano: Giuffrè, 2006); Carlo Castronovo, “Armonizzazione senza codificazione. La penetrazione asfittica 
del diritto europeo”, Europa e dir. priv. 4 (2013): 843 y s.s.; Carlo Castronovo, “Codice civile e diritto europeo”, 
Europa e dir. priv. 3 (2012): 687 y s.s.; Guido Alpa, “Il codice civile europeo: ‘e pluribus unum’”, Contr. e impr. 
Europa (1999): 695 y s.s.; Guido Alpa, “L’armonizzazione del diritto contrattuale e il progetto di codice civile 
europeo”, Nuova giur. civ. comm. 2 (2003): 169 y s.s.; Salvatore Mazzamuto, “Il diritto europeo e la sfida del co-
dice civile unitario”, Contr. e impr. Europa (2012): 98 y s.s.; Salvatore Patti, “Metodi e tendenze del diritto civile 
in Europa”, Europa e dir. priv. 3 (2011): 647 y s.s.; Vincenzo Scalisi, “Il nostro compito nella nuova Europa”, 
Europa e dir. priv. 2 (2007): 239 y s.s.; Giuseppe Ferri, “Riflessioni sul diritto privato europeo”, Europa e dir. 
priv. 1 (2011): 1 y s.s.; Arturo Maniaci, “Sui contratti di servizi (a proposito del recente progetto dell’accademia 
dei giusprivatisti europei)”. Europa e dir. priv. 4 (2016): 1197 y s.s.
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solo en determinados casos específicos y sobre la base de motivos adecuados. 
Además, la misma responsabilidad objetiva sale reforzada, como piedra angular 
de un sistema bipartito y como regla que, aplicable tan solo en las hipótesis indi-
vidualizadas, esté, sin embargo, libre de contaminaciones subjetivistas.
Por último, en cuanto a las direcciones en las que la evolución del sistema 
normativo debe moverse, el ordenamiento se encuentra en una encrucijada: por un 
lado, en efecto, una sistematización más completa de las relaciones entre respon-
sabilidad por culpa y sin culpa podría descansar en la subdivisión entre actividades 
“biológicas” y actividades “económicas”, como parece sugerir el Draft: en efecto, 
podría sostenerse que el ámbito de la responsabilidad sin culpa debe consolidarse 
en el campo de la responsabilidad profesional o de empresa consintiendo mayores 
certezas a los mismos operadores económicos, una mayor protección a los “usua-
rios” y encontrando una contracción de la rigidez de los criterios de imputación 
sobre los sistemas o sobre la modulación de las voces de daños resarcibles201. En 
cambio, muy al contrario, podría considerarse que la delimitación de los criterios 
de imputación de la responsabilidad por culpa y sin culpa no se debe atribuir a la 
naturaleza de la actividad dañosa, sino que debe basarse únicamente en el diverso 
presupuesto del que surja dicha responsabilidad202.
Se trata, en realidad, de una decisión de política del derecho, que responde a 
exigencias diversas y hace un diverso balance de los principios constitucionales 
(si, de hecho, la primera opción parece subordinar la iniciativa privada a la tutela 
de los derechos individuales, el segundo enfoque haría referencia a criterios de 
solidaridad y equidad, no necesariamente manifestándose en el contexto de las 
actividades económicas). Como se ha subrayado, el planteamiento codicístico 
201 Ver: Francesco Donato Busnelli, “Illecito civile (voce)”, en Enciclopedia Giuridica, XVII (Roma: Treccani, 1991), 
6: precisamente, los sectores “no culposos” de la responsabilidad civil, donde es más pura la inspiración “com-
pensatoria”, son más coherentes, tanto con “instrumentos normativos de limitación abstracta y pre-establecida 
(de la entidad) daños resarcibles, del tipo de aquellos que en algunos sectores […] son previstos en el marco 
de una disciplina inspirada en instancias de solidaridad de reparto de las consecuencias dañosas de un evento 
(a menudo catastrófico y por lo demás inculpable)”, cuanto con los instrumentos de seguro.
202 Ver Büyüksagis Erdem y Willem H. Van Boom, “Strict Liability in Contemporary European Codification: Torn 
Between Objects, Activities, and Their Risks”, Georgetown Journal of International Law 44 (2013): 609 y s.s.: 
esta bifurcación, sin embargo, se interseca con otra alternativa que está en la disponibilidad del legislador, y 
la cual consiste en la elección entre las hipótesis taxativas de responsabilidad sin culpa o el recurso a una 
cláusula general de responsabilidad por riesgo. Por otra parte, en la formulación de dicha cláusula general se 
proyectan una bipartición entre modelos basados en el control de objetos peligrosos y sistemas que se basan 
en “el desempeño de actividades peligrosas”.
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parece, en ocasiones, responder al segundo modelo, mientras que la pluralidad de 
las intervenciones legislativas sucesivas, en el tema de la responsabilidad profe-
sional o de fuente europea, parecen empujar el sistema hacia el primer modelo. 
Esta interrogante es, quizás, lo primero a lo que se deberá responder, por tanto, 
si se quiere reordenar eficazmente la imputación de la responsabilidad civil en el 
ordenamiento italiano.
